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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 La Corporación del Fondo del Seguro del Estado nos solicita la 

revocación de la resolución en reconsideración emitida por la Comisión 

Industrial de Puerto Rico, que resolvió que las quince apelaciones que 

United Parcel Service, Inc. presentó contra la determinación de que era 

un patrono no asegurado, fueron apeladas ante ese organismo dentro del 

término jurisdiccional dispuesto en la Ley Núm. 45 de 1935, infra. 

 Luego de evaluar los méritos del recurso, considerar la postura de 

ambas partes y examinar minuciosamente el tracto procesal de los casos 

que generaron las aludidas apelaciones, resolvemos revocar la resolución 

recurrida.  

 Veamos los antecedentes fácticos y procesales del recurso y las 

normas que gobiernan la única controversia presentada ante nos. 

I. 

 En veintitrés casos de obreros lesionados, la Corporación del 

Fondo del Seguro del Estado (CFSE) declaró a United Parcel Service, 
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Inc. (UPS) patrono no asegurado.1 En doce de ellos, por el argumento de 

que UPS no efectuó el pago correspondiente al segundo semestre del 

año fiscal 2005-2006; en los otros once, por no haber incluido en la póliza 

determinado riesgo (7403-373–Aeronaves Empleados en Tierra). Las 

notificaciones de esas veintitrés decisiones se enviaron a UPS y a los 

obreros lesionados mediante correo certificado con acuse de recibo.2 Las 

notificaciones a UPS se enviaron en tres fechas distintas, a saber, diez el 

14 de febrero de 2002, una el 14 de octubre de 2002 y doce el 15 de junio 

de 2007.3 Las notificaciones apeladas se desglosan de esta manera: 

Obrero 
lesionado 
(iniciales) 

Número 
de caso 

en la 
CFSE 

 
Riesgo ocupacional 

Ciudad 

Fecha y 
hora del 

accidente 
(d/m/a) 

Fecha de 
notificación 

postal 
(d/m/a) 

R.P.P. 00-15-
05663 

Aeronaves/Empleados 
en Tierra, Carolina 
Riesgo no incluido 

13/6/2000 
9:40 am 

14/2/2002 

L.R.Q. 00-15-
20476 

Aeronaves/Empleados 
en Tierra, Carolina 
Riesgo no incluido 

16/11/1999 
9:30 am 

14/2/2002 

A.C.E. 00-15-
03436 

Aeronaves/Empleados 
en Tierra, Carolina 
Riesgo no incluido 

3/2/2000 
11:55 am 

14/2/2002 

C.T.B. 00-17-
01538 

Aeronaves/Empleados 
en Tierra, Carolina 
Riesgo no incluido 

24/2/2000 
6:45 am 

14/2/2002 

P.P.R 01-15-
20262 

Aeronaves/Empleados 
en Tierra, Carolina 
Riesgo no incluido 

27/9/2000 
3:45 pm 

14/2/2002 

J.O.O. 01-17-
01248 

Aeronaves/Empleados 
en Tierra, Carolina 
Riesgo no incluido 

29/12/2000 
8:00 am 

14/2/2002 

J.S.M. 01-07-
02021 

Aeronaves/Empleados 
en Tierra, Carolina 
Riesgo no incluido 

28/11/2000 
8:00 pm 

14/10/2002 

J.R.F. 06-13-
02431 

Aeronaves/Empleados 
en Tierra, Caguas 

9/1/2006 
2:15 pm 

15/6/2007 

O.R.M. 06-11-
04629 

Mensajeros/Cobradores 
Guaynabo 

Falta de pago 

6/2/2006 
3:30 pm 

15/6/2007 

R.M.R. 06-11-
04757 

Mensajeros/Cobradores 
--- 

Falta de pago 

9/2/2006 
--- 

15/6/2007 

J.O.O. 06-17-
01609 

Aeronaves/Empleados 
en Tierra, Río Piedras 

Falta de pago 

2/3/2006 
--- 

15/6/2007 

A.T.R. 06-15-
04714 

Mensajeros/Cobradores 
Carolina 

Falta de pago 

7/3/2006 
2:00 pm 

15/6/2007 

     

                                                 
1
 La póliza de United Parcel Services, Inc. en la Corporación del Fondo de Seguro del 
Estado es la número 85-1-20-01037. 

2
 Apéndice del recurso, pág. 23. 

3
Apéndice del recurso, págs. 3-17. 
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J.R.C. 06-15-
05027 

Mensajeros/Cobradores 
Fajardo 

Falta de pago 

 20/3/2006 
3:00 pm 

15/6/2007 

E.R.G. 06-45-
02405 

Aeronaves/Empleados 
en Tierra, Carolina 

Falta de pago 

26/4/2006 
8:36 pm 

15/6/2007 

A.A.N. 06-15-
05870 

Oficinistas/Delineantes 
Carolina 

Falta de pago 

2/5/2006 
7:00 pm 

15/6/2007 

 

 El 18 de diciembre de 2008 UPS presentó ante la Comisión 

Industrial de Puerto Rico un escrito de apelación contra quince de las 

veintitrés decisiones en las que se le declaró patrono no asegurado.4 

Alegó que las comunicaciones no fueron recibidas por UPS ni fueron 

notificadas a su representación legal. Adujo en su recurso que no estaba 

conforme con la determinación de la agencia. La CFSE planteó la falta de 

jurisdicción de la Comisión por la presentación tardía de las apelaciones. 

El 4 de junio de 2009 la Comisión celebró una vista para atender el 

planteamiento jurisdiccional. Oídas las partes, la Comisionada Nilda E. 

Díaz Olazagasti emitió una resolución interlocutoria en la que hizo constar 

que la CFSE le entregó a la representación legal de UPS copia de los 

acuses de recibo de las notificaciones de las decisiones de patrono no 

asegurado enviadas a su cliente.5 En respuesta a esta determinación, en 

un escrito sometido ante la Comisión, UPS expresó que ―es evidente que 

el Fondo envió a UPS algún documento mediante correo certificado con 

acuse de recibo[,] pero se desconoce qué fue lo que remitió ya que ello 

no se desprende de los acuses de recibo‖. Indicó, además, que ―los 

suscribientes abogados figuran como abogados de récord de UPS ante la 

[CFSE] desde al menos el 22 de julio de 1992 cuando se radicó, en 

representación de UPS, una petición de elevación de autos bajo el 

artículo 15 de la Ley ante esta Honorable Comisión Industrial‖.6 La 

susodicha petición fue presentada ante la Comisión, como se indica, en 

                                                 
4
 Apéndice del recurso, págs. 1-2. 

5
 Apéndice del recurso, pág. 18. 

6
 Véase Petición de elevación de autos bajo el artículo 15 de la Ley de Compensaciones 
por Accidentes del Trabajo, Apéndice del recurso, págs. 24-27.  
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1992, cuando se cuestionaron otras once decisiones de la CFSE en las 

que también se declaró a UPS patrono no asegurado. Tales casos (Núm. 

91-15-00040, 91-64-20088, 91-15-20126, 91-15-20321, 91-15-20431, 91-

56-01724, 91-15-02677, 91-56-02951, 91-15-20785, 91-13-02484, 91-48-

03073-7) fueron considerados y adjudicados por la Comisión Industrial en 

su momento y no forman parte de estas reclamaciones.  

A base de lo acontecido en esa vieja litigación, UPS argumentó 

ante la Comisión que desde entonces la CFSE sabía quiénes eran sus 

abogados, pues como patrono mantiene el mismo número de póliza, por 

lo que tenían que notificarles a ellos las decisiones reseñadas en la tabla 

anterior. Oportunamente, la CFSE presentó su oposición a esta 

pretensión de UPS.7 Argumentó la insuficiencia y frivolidad de los 

argumentos de UPS para derrotar la validez de las notificaciones hechas 

mediante correo certificado con acuse de recibo, conforme se establece 

en el Procedimiento para la notificación de las decisiones del 

Administrador en la Oficina de Secretaría y las Oficinas de Secretarías 

Auxiliares. Destacó que los acuses de recibo indicaban si había más de 

una decisión en el envío: el acuse de recibo enviado el 14 de febrero de 

2002 tenía escrito a mano un número 10; el correspondiente al 14 de 

octubre de 2002 solo contenía una notificación y el del 15 de junio de 

2007 indicaba un número 12, para un total de veintitrés determinaciones 

de patrono no asegurado, de las cuales solo se apelaron quince ante la 

Comisión. Los tres acuses aparecen debidamente firmados en el 

apartado de recibo.  

Resaltó la CFSE en su escrito que la Ley Núm. 45  de 1935, infra, 

dispone el término de treinta días para apelar de tales determinaciones 

ante la Comisión, una vez el Administrador de la CFSE haya declarado al 

patrono como no asegurado. Explicó que las decisiones del Administrador 

no son resultado de un proceso adjudicativo formal, sino parte del trámite 

                                                 
7
 Apéndice del recurso, págs. 30-41. 
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administrativo por medio del cual la corporación pública cumple con la 

función fiscalizadora que le impone su ley habilitadora. Por consiguiente, 

al determinar que el patrono del obrero lesionado no estaba asegurado, la 

ley solo le exige notificar esa determinación a las partes afectadas: el 

patrono y el obrero lesionado.  

Luego de recibir la notificación, estas partes tienen el derecho de 

apelar de tal determinación ante la Comisión, dentro del término 

jurisdiccional de treinta días, a partir de la notificación de la decisión. En 

ese momento es que surge una controversia, la que deberá ser 

adjudicada por la Comisión, el derecho de las partes a estar 

representadas por abogado en ese proceso adjudicativo, así como la 

obligación de notificarle al abogado las decisiones emitidas en el proceso.  

El 12 de mayo de 2015 se celebró otra vista administrativa ante la 

Comisión. El 25 de noviembre de 2015, notificada el 10 de diciembre de 

2015, la Comisión emitió una resolución en la que determinó que las 

apelaciones fueron presentadas dentro del término apelativo dispuesto en 

la Ley Núm. 45 de 1935.8 Inconforme, la CFSE presentó un escrito de 

reconsideración9 en el que planteó como primer asunto que la resolución 

carecía de determinaciones de hecho y conclusiones de derecho. 

También argumentó que no existía obligación legal que requiriera la 

notificación de una decisión de la CFSE a los abogados que 

representaron al patrono en casos previos ante la Comisión Industrial. 

Aclaró la CFSE que los accidentes laborales atendidos en la CFSE son 

independientes entre sí. Asimismo, recalcó que las funciones de la CFSE 

y las de la Comisión, aunque creadas por el mismo estatuto, son 

separadas.  

La Comisión acogió la solicitud de reconsideración;10 y UPS se 

opuso.11 El 3 de mayo de 2016, notificada el día 6, la Comisión dictó la 

                                                 
8
 Apéndice del recurso, págs. 42-48. 

9
 Apéndice del recurso, págs. 49-61. 

10
 Apéndice del recurso, pág. 63. 
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resolución en reconsideración recurrida, en la que formuló 

determinaciones de hecho y conclusiones de derecho. En ella razonó 

que, aun cuando no existiera en la CFSE un procedimiento adjudicativo 

formal, el Administrador tenía que notificar a la representación legal que 

había ofrecido sus servicios a UPS en casos anteriores y realizado 

gestiones a nombre del patrono, según se desprendía del expediente, 

porque ―[n]o existe nada que impida o prohíba la contratación de un 

abogado que represente a una parte en algún procedimiento 

administrativo ante una agencia administrativa‖. 

No conforme con esa decisión, el 3 de junio de 2016 la CFSE 

acudió ante nos mediante este recurso de revisión judicial y señaló la 

comisión del siguiente error: 

Erró la Honorable Comisión Industrial al determinar que ostentaba 
jurisdicción sobre las decisiones apeladas porque la Corporación 
del Fondo del Seguro del Estado debió notificar al abogado, 
cuando no existe obligación legal alguna de notificarle. 

 
Por su lado, el 21 de junio de 2016 UPS presentó un alegato en 

oposición en el que rebate el error y nos pide la confirmación de la 

resolución recurrida.  

Ahora bien, por el carácter interlocutorio de la decisión recurrida, 

este recurso presenta un escollo jurisdiccional que debemos atender con 

prioridad.  

II 

Advertimos que en el caso de autos, ni UPS ni la CFSE han 

cuestionado nuestra jurisdicción en esta etapa de los procesos ante la 

Comisión Industrial. No obstante, de no tenerla, no podemos 

arrogárnosla. Los tribunales debemos ser celosos guardianes de nuestra 

jurisdicción, aún en ausencia de señalamiento a esos efectos por las 

partes. Juliá et al. v. Epifanio Vidal, S.E., 153 D.P.R. 357, 362 

(2001).  No tenemos discreción para asumir jurisdicción donde no la 

hay.  Gobernador de P.R. v. Alcalde de Juncos, 121 D.P.R. 522, 530 

                                                                                                                                     
11

 Apéndice del recurso, págs. 66-75. 
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(1988); Rodríguez v. Registrador, 75 D.P.R. 712, 716 (1953). Si no 

tenemos la autoridad para atender el recurso, solo podemos declararlo 

así y desestimarlo. Vega Rodríguez v. Telefónica, 156 D.P.R. 584, 595 

(2002); Pagán v. Alcalde Mun. Cataño, 143 D.P.R. 314, 326 (1997).  

- A - 

Dicho esto, examinemos la naturaleza y el alcance de la decisión 

recurrida. Es obvio que estamos ante una resolución interlocutoria que 

solo atiende la cuestión relativa a la jurisdicción de la agencia para acoger 

o no las apelaciones presentadas por UPS. Si la decisión no es final, no 

es revisable por el foro judicial. Así lo dispone la legislación que rige la 

revisión judicial de una determinación administrativa. De un lado, el 

Artículo 4.006 de la Ley de la Judicatura de 2003, Ley Núm. 201-2003, 4 

L.P.R.A. sec. 24y, establece en su inciso (c) que el Tribunal de 

Apelaciones conocerá mediante el recurso de revisión judicial, que se 

acogerá como cuestión de derecho, las decisiones, órdenes y 

resoluciones finales de organismos o agencias administrativas. El 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones regula ese recurso en la Regla 

57, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 57. 

La Sección 4.2 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, (LPAU), 3 L.P.R.A. 

sec. 2172, también establece que la revisión administrativa ante el 

Tribunal de Apelaciones se hará respecto a las órdenes o resoluciones 

finales, luego de que el recurrente haya agotado ―todos los remedios 

provistos por la agencia o por el organismo administrativo apelativo 

correspondiente‖.12 La LPAU fue enmendada en 1999 precisamente para 

añadir un último párrafo a la Sección 4.2. Con esta enmienda quedó claro 

que la revisión judicial únicamente puede efectuarse sobre una decisión 

                                                 
12 

A pesar de que la LPAU no define el término ―orden o resolución final‖, esta contiene 
una descripción de lo que tiene que incluir una ―orden o resolución final‖. A esos 
efectos, la ley requiere que se incluyan determinaciones de hecho y las conclusiones 
de derecho que fundamentan la adjudicación y la advertencia del derecho a solicitar 
una reconsideración o revisión, según sea el caso. Sec. 3.14, 3 L.P.R.A. sec. 2164; J. 
Exam. Tec. Méd. v. Elías et al., 144 D.P.R. 483, 489-490 (1997).  
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final de la agencia.13 Además, reconoció el derecho de una parte afectada 

a plantear como error las decisiones interlocutorias adversas: 

[...]. 

Una orden o resolución interlocutoria de una agencia, 
incluyendo aquellas que se emitan en procesos que se desarrollen 
por etapas, no serán revisables directamente. La disposición 
interlocutoria de la agencia podrá ser objeto de un señalamiento de 
error en el recurso de revisión de la orden o resolución final de la 
agencia. La revisión judicial aquí dispuesta será el recurso 
exclusivo para revisar los méritos de una decisión administrativa 
sea ésta de naturaleza adjudicativa o de naturaleza informal 
emitida al amparo de esta Ley. 

3 L.P.R.A. sec. 2172. 
 

La exigencia de que la decisión administrativa revisable sea la 

que resuelva la reclamación planteada a la agencia de manera final o 

definitiva se reiteró como doctrina legal por el Tribunal Supremo en 

Comisionado Seguros v. Universal, 167 D.P.R. 21 (2006): 

La Asamblea Legislativa limitó la revisión judicial 
exclusivamente a las órdenes finales de las agencias. Al así 
hacerlo, se aseguró que la intervención judicial se realizara 
después de que concluyeran los trámites administrativos y se 
adjudicaran todas las controversias pendientes ante la agencia. La 
intención legislativa consistió en evitar una intromisión indebida y a 
destiempo en el trámite administrativo por parte de los tribunales.   

[…]   

[U]na orden o resolución final de una agencia administrativa es 
aquélla que dispone del caso ante la agencia y tiene efectos 
adjudicativos y dispositivos sobre las partes. Se trata de la 
resolución que culmina en forma final el procedimiento 
administrativo respecto a todas las controversias. [Nota omitida.] 
Ello a su vez hace ejecutable entre las partes la decisión 
administrativa y por ende susceptible de revisión judicial.   

El Tribunal Supremo de Estados Unidos, en Bennett v. Apear, 
[520 U.S. 154 (1997)] expresó dos condiciones que tienen que ser 
satisfechas para que una decisión administrativa pueda ser 
considerada final. Primero, la actuación de la agencia debe 
representar la culminación de su proceso decisorio; y segundo, la 
actuación administrativa debe ser una en la cual se determinen 
todos los derechos y obligaciones de las partes o surjan 

consecuencias legales. [Nota omitida.]   

Comisionado Seguros v. Universal, 167 D.P.R., en las págs. 28-30.  

En conclusión, y a base del mandato de ley, para que una orden 

emitida por una agencia pueda ser revisada ante el Tribunal de 

Apelaciones, deben cumplirse dos requisitos: (i) que la parte 

                                                 
13

 La Sección 1.3 de la LPAU, 3 L.P.R.A. sec. 2102, define ―orden o resolución parcial‖ 
como ―la acción agencial que adjudique algún derecho u obligación que no ponga fin a 
la controversia total sino a un aspecto específico de la misma‖. Además, esa sección 
define ―orden interlocutoria‖ como ―aquella acción de la agencia en un procedimiento 
adjudicativo que disponga de algún asunto meramente procesal‖. 
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adversamente afectada por la orden haya agotado los remedios 

provistos por la agencia y (ii) que la resolución sea final y no 

interlocutoria. Procuradora Paciente v. MCS, 163 D.P.R. 21, 34-35 

(2004); Depto. Educ. v. Sindicato Puertorriqueño, 168 D.P.R. 527, 543 

(2006). 

- B - 

Por otro lado, la Sección 4.3 de la LPAU, 3 L.P.R.A. sec. 2173, 

establece las circunstancias excepcionales en las que puede relevarse a 

una parte de agotar remedios administrativos antes de acudir a este foro 

revisor. Específicamente dispone: 

El tribunal podrá relevar a un peticionario de tener que agotar 
alguno o todos los remedios administrativos provistos en el caso de 
que dicho remedio sea inadecuado, o cuando el requerir su 
agotamiento resultare en un daño irreparable al promovente y en el 
balance de intereses no se justifica agotar dichos remedios, o 
cuando se alegue la violación sustancial de derechos 
constitucionales, o cuando sea inútil agotar los remedios 
administrativos por la dilación excesiva en los procedimientos, o 
cuando sea un caso claro de falta de jurisdicción de la agencia, 
o cuando sea un asunto estrictamente de derecho y es innecesaria 
la pericia administrativa. 

3 L.P.R.A. sec. 2173. Subrayado nuestro.  

Es decir, ante una decisión interlocutoria, solo podríamos activar 

nuestra función revisora si la Comisión Industrial no tuviera jurisdicción 

alguna sobre el asunto en controversia, es decir, si se tratara de ―un caso 

claro de falta de jurisdicción de la agencia‖, según lo autoriza la Sección 

4.3 de la LPAU.   

El concepto ―jurisdicción‖ significa el ―poder o autoridad que 

ostenta un tribunal para considerar y decidir casos o controversias‖. 

Rodríguez Planell v. Overseas Military Sales, 160 D.P.R. 270, 277 (2003). 

La jurisdicción no se presume ni puede arrogarse ni es susceptible de ser 

subsanada. Gobernador de P.R. v. Alcalde de Juncos, 121 D.P.R. 522, 

530 (1988); Rodríguez v. Registrador, 75 D.P.R. 712, 716 (1953). Ni los 

tribunales ni las entidades cuasijudiciales tienen discreción para asumir 

jurisdicción donde no la hay, por lo que ―cuando [una agencia] dicta una 

[resolución] sin tener jurisdicción sobre las partes o la materia, su decreto 
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es uno jurídicamente inexistente o ultra vires‖. Maldonado v. Junta 

Planificación, 171 D.P.R. 46, 55 (2007); Empress Hotel, Inc. v. Acosta, 

150 D.P.R. 208, 212 (2000).  

Curiosamente es ese el único señalamiento que nos trae la CFSE 

en este recurso. Plantea que la Comisión Industrial no tiene jurisdicción 

para acoger las apelaciones presentadas por UPS por haberse 

presentado tardíamente. Si tal planteamiento es correcto, procede activar 

nuestra jurisdicción para así declararlo y disponer judicialmente de la 

cuestión planteada. De ese modo evitamos que continúe el proceso 

administrativo y se produzca una determinación final que no será válida ni 

ejecutable, por haberse dictado sin jurisdicción o autoridad.  

Analicemos, pues, las normas que rigen la cuestión planteada: si la 

Comisión Industrial tiene jurisdicción para acoger las apelaciones de UPS 

ante las circunstancias del caso. 

III. 

- A - 

La Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

garantiza la protección de los trabajadores contra riesgos para su salud e 

integridad personal en el empleo. Const. de P.R. Art. II, Sec. 16. El 

cumplimiento al mandato constitucional se manifiesta a través de la Ley 

del Sistema de Compensaciones por Accidentes del Trabajo, Ley Núm. 

45 de 18 de abril de 1935, según enmendada (Ley 45). Este estatuto de 

naturaleza remedial tiene el propósito de implementar la política pública 

de prestación de servicios médicos y compensación a obreros y 

empleados, por lesiones, incapacidad o muerte relacionada con el trabajo. 

11 L.P.R.A. § 1 y ss.; Hernández Morales et al v. C.F.S.E., 183 D.P.R. 

232, 239-240 (2011); Cátala v. F.S.E., 148 D.P.R. 94, 99 (1999). Con ese 

objetivo, la referida ley establece un esquema de seguro compulsorio 

para ―proveerle a los obreros que sufren alguna lesión o enfermedad que 

ocurra en el curso del trabajo y como consecuencia del mismo, un 
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remedio rápido, eficiente y libre de las complejidades de una reclamación 

ordinaria en daños‖. Pacheco Pietri y otros v. E.L.A. y otros, 133 D.P.R. 

907, 914 (1993). 

La Ley 45 creó dos organismos para implementar sus 

disposiciones: la CFSE y la Comisión Industrial. 11 L.P.R.A. § 8. En 

apretada síntesis, la CFSE es el foro en el que se dilucida si un obrero es 

elegible o no a los beneficios que establece la Ley 45. Se encarga de 

investigar las reclamaciones por accidentes del trabajo, de la 

rehabilitación a través de servicios médicos y del pago de compensación 

por incapacidad parcial o total. Agosto Serrano v. F.S.E., 132 D.P.R. 866, 

874 (1993). El estatuto dispone también sobre las facultades y las 

acciones que ha de tomar la CFSE en el caso de patronos que, en 

violación de la ley, no estuvieren asegurados al momento de acontecer un 

accidente laboral. 11 L.P.R.A. § 16.  

La Comisión Industrial, por otro lado, es un organismo de carácter 

fundamentalmente adjudicativo y revisor, con funciones de naturaleza 

cuasi judicial y cuasi tutelar. Este organismo investiga y resuelve todos los 

casos de accidentes en los que el Administrador y el obrero lesionado no 

lleguen a un acuerdo respecto a la compensación o cuando el patrono no 

esté conteste con las decisiones del Administrador. 11 L.P.R.A. § 8; 

Rivera González v. F.S.E., 112 D.P.R. 670, 674 (1982). A tenor de esa 

facultad cuasi judicial, se ha reconocido que la Comisión es la encargada 

de dirimir en primera instancia las contiendas entre el Administrador de la 

CFSE y los patronos u obreros y sus beneficiarios. Es el árbitro final en el 

escalón administrativo. Agosto Serrano v. F.S.E., 132 D.P.R., págs. 875-

876.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que la reserva 

de autoridad que la ley hace a favor de la CFSE, para entender en un 

asunto en primera instancia, no impide que la Comisión, al resolver un 

caso apelado ante ella, examine todos sus aspectos y dicte cualquier 
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resolución que proceda y que debió dictar el Administrador y no lo hizo. 

Rivera González v. F.S.E., 112 D.P.R., pág. 675. Según el Alto Foro, ello 

se debe a que ―la limitación de la jurisdicción apelativa de la Comisión no 

puede operar como camisa de fuerza en un sistema que persigue que se 

haga justicia rápida y económica, no aprisionada por moldes técnicos‖. Id. 

- B - 

 Para el cumplimiento de su deber ministerial, el 2 de mayo de 

1988, la CFSE estableció las normas y procedimientos a seguir en la 

adjudicación de status de patrono no asegurado.14 Una vez el Negociado 

de Determinación de Status Patronal declara que, en una fecha 

específica, el obrero sufrió un accidente laboral cuando trabajaba para un 

patrono no asegurado, el Administrador notifica la determinación al 

empleado y al patrono, por ser estos los legitimados para incoar cualquier 

proceso adjudicativo formal, mediante un recurso de apelación ante la 

Comisión. Copia de la decisión, además, se dirige a varias dependencias, 

a saber: a la secretaría central, status patronal, contabilidad, cobros y 

embargos, al expediente de la póliza y al del lesionado.15 Esta notificación 

consta de un formulario (FSE-306), que no ha variado desde marzo de 

1992. Se emite una notificación por cada incidente y obrero, cada caso es 

numerado de forma independiente. Además, el formulario contiene la 

siguiente advertencia: 

La Ley de Compensaciones por Accidentes del Trabajo en el 
Artículo 10 dispone que toda decisión del Administrador podrá 
apelarse ante la Honorable Comisión Industrial dentro de los 
treinta (30) días después de notificada. 

 
 El procedimiento relacionado y la precitada advertencia son 

cónsonos con la Ley 45 que estatuye: 

Si el obrero o empleado, o sus beneficiarios, no estuviesen 
conformes con la decisión dictada por el Administrador de la 
Corporación del Fondo del Seguro del Estado en relación con su 
caso, podrán apelar ante la Comisión Industrial dentro de un 
término de treinta (30) días después de haber sido notificados con 
copia de la decisión del Administrador, y el caso se referirá a un 
oficial examinador. En los casos de patronos no asegurados, 

                                                 
14

 Véase, Apéndice del recurso, págs. 86-105. 

15
 Véase, Apéndice del recurso, págs. 97-98. 
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tanto el obrero como el patrono podrán acudir a la Comisión 
Industrial una vez el Administrador haya declarado al patrono 
como uno no asegurado, teniendo dicho patrono un término de 
treinta (30) días para apelar la decisión del Administrador. 

[...] 

La Comisión dispondrá por reglamento los procedimientos que 
gobernarán la celebración de vistas médicas y vistas públicas, 
conforme con lo dispuesto en [la LPAU]. 

11 L.P.R.A. § 11. Énfasis nuestro. 

 
De otro lado, el 16 de octubre de 1987, la CFSE promulgó unas 

normas internas para establecer los procedimientos que la Oficina de 

Secretaría y la Oficina de Secretaría Auxiliar deben seguir al emitir las 

notificaciones. En lo que atañe al caso de autos, el procedimiento dispone 

que ―[l]a copia de la Decisión del Administrador sobre Patrono no 

Asegurado, o Alegado Patrono no Asegurado será notificada por la 

Oficina de Secretaría mediante correo certificado (―Certified Mailing‖) con 

acuse de recibo‖.16   

 Como se sabe, este tipo de reglamentación no es sustantiva, sino 

que meramente establece unas directrices que las agencias adoptan para 

dar uniformidad a los procesos y pautar la discreción administrativa. 

Véase Agosto Serrano v. F.S.E., 132 D.P.R., pág. 873. Por ello no se 

requiere a la agencia que cumpla con los requisitos de aviso al público de 

la intención de adoptar un reglamento y la oportunidad para someter 

comentarios por escrito establecidos en la LPAU. Id. 

- C - 

De otro lado, es sabido que la Regla 304(23) de las de Evidencia, 

32 L.P.R.A. Ap. VI, R. 304(23), establece una presunción controvertible 

de que ―[u]na carta dirigida y cursada por correo debidamente, fue 

recibida en su oportunidad‖. Hawayek v. A.F.F., 123 D.P.R. 526, 530 

(1989). Una vez se establece el hecho básico (que las notificaciones se 

enviaron), el peso de la prueba corresponde entonces a la otra parte, 

quien deberá presentar evidencia de que es más probable la inexistencia 

del hecho presumido. De no hacerlo, el juzgador debe aceptar la 

                                                 
16

 Véase, Apéndice del recurso, págs. 83-85. 
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existencia del hecho presumido, esto es, que las cartas llegaron a su 

destino. Regla 302 de las de Evidencia, 32 L.P.R.A., R. 902; CSMPR v. 

Carlo Marrero, 182 D.P.R. 411, 430 (2011).   

Esta presunción es de importante aplicación al caso ante nuestra 

consideración, ya que la Sección 3.13 de la LPAU dispone que ―los 

principios fundamentales de evidencia se podrán utilizar para lograr una 

solución rápida, justa y económica del procedimiento‖. 3 L.P.R.A. § 2163. 

Debe recordarse que, aun cuando los procedimientos administrativos se 

caracterizan por su informalidad y flexibilidad, ―los principios 

fundamentales de las reglas procesales y de evidencia podrán utilizarse 

en estos procesos mientras no sean incompatibles con la naturaleza de 

los mismos‖. Industria Cortinera Inc. v. P.R.T.C., 132 DPR 654, 660 

(1993).  

El derecho probatorio reconoce, además, la presunción de 

regularidad y corrección del contenido de los récords gubernamentales. 

Véase la Regla 805(h)(1) de las de Evidencia de 2009, 32 L.P.R.A. Ap. VI, 

R. 805(h)(1). Consiguientemente, tanto los acuses de recibo emitidos por 

el sistema de correo federal, como el formulario CFSE-02/3, que ofreció la 

CFSE como evidencia del envío de las notificaciones por la Oficina de 

Secretarías, están cubiertos por tal presunción. Es forzoso concluir que la 

CFSE envió por correo certificado con acuse de recibo las veintitrés 

notificaciones de patrono no asegurado a UPS y este presuntamente las 

recibió. Corresponde al destinatario, UPS, rebatir esa presunción.  

- D - 

¿Cuándo surge la obligación de notificar a una parte y a su 

abogado? ¿Desde cuándo y cómo un abogado debe anunciar su 

representación legal con el propósito de ser notificado de todas las 

incidencias de un proceso? ¿Qué es un abogado de record?  

La LPAU exige la notificación de las decisiones finales a las partes 

y a sus abogados, ―de tenerlos‖. Sec. 3.14, 3 L.P.R.A. § 2164. De forma 
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análoga, las Reglas de Procedimiento Civil así lo proveen, pero requieren 

que se trate de un abogado de record, es decir, que ya haya comparecido 

en representación de la parte y permanezca como tal.  

Regla 67.2.   Forma de hacer la notificación     

Siempre que una parte haya comparecido representada por 
abogado o abogada, la notificación será efectuada al abogado o 
abogada, a menos que el tribunal ordene que la notificación se 
efectúe a la parte misma. La notificación al abogado o abogada o 
a la parte se efectuará entregándole copia o remitiéndola por 
correo, fax o medio electrónico a la última dirección que se haya 
consignado en el expediente por la parte que se autorrepresenta 
o a la dirección del abogado o abogada que surge del registro del 
Tribunal Supremo para recibir notificaciones, en cumplimiento con 
la Regla 9.  Si la dirección se desconoce, se notificará de ello al 
tribunal con copia del escrito de que se trate.  

[…] 

32 L.P.R.A. Ap. V, R. 67.2.  

De ordinario, el modo en que se conoce que una parte ―tiene un 

abogado‖ es mediante la presentación del primer escrito o, luego, por 

medio de una moción para asumir esa representación. Cada caso es 

independiente, por lo que no puede el tribunal o el foro administrativo 

asumir que una parte siempre ha de tener el mismo abogado, mientras 

este no comparezca a asumir esa responsabilidad y representación para 

el asunto en particular. En Colón v. Gobierno de la Capital, 62 DPR 25, 39 

(1943) n. 1, se define la figura así: ―A menos que otra cosa en contrario 

aparezca de los autos, es abogado de récord y será considerado como 

tal, el que comparece en el pleito suscribiendo las alegaciones‖. 

Con este marco normativo, examinemos el error planteado.  

IV. 

Como indicado, en este caso, la CFSE recurre de una resolución 

en reconsideración de la Comisión que determinó que ostentaba 

jurisdicción sobre quince apelaciones presentadas después del término 

dispuesto en ley, porque la CFSE no notificó a la representación legal del 

patrono. Aduce la parte recurrente que los únicos a ser notificados de las 

decisiones de la CFSE sobre patronos no asegurados son el obrero 

lesionado y el patrono mismo. Sometió evidencia de los acuses de recibo 

de las notificaciones, de los que se desprende que fueron recibidas por el 
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patrono UPS coetáneamente a su envío. Así lo evidencian las firmas que 

aparecen en la faz de cada uno de los recibos. Añade la CFSE que el 

proceso adjudicativo que requiere notificar a los abogados de record de 

las partes, es decir, los que hayan comparecido en tal capacidad, ocurre 

en la Comisión Industrial, como organismo revisor de las decisiones del 

Administrador de la CFSE.  

La parte recurrida argumenta que la obligación de notificar al 

abogado es parte del derecho a un debido proceso de ley y que esto 

aplica a todas las etapas del proceso; esto, conforme Berríos v. Comisión 

de Minería, 102 D.P.R. 228 (1974).17 

Trabada así la controversia, la Comisión resolvió que las 

apelaciones estaban dentro del término jurisdiccional porque la CFSE no 

había notificado a la representación legal de UPS. Esto, porque el 

abogado de UPS había representado al patrono en procesos previos ante 

la Comisión y, por ende, había intercambiado comunicaciones con la 

CFSE.  

Le asiste la razón a la CFSE. Como establece la Ley 45, el 

derecho de UPS a apelar de las decisiones de la CFSE comenzó a cursar 

desde la declaración de patrono no asegurado, esto es, desde cada una 

de las tres fechas de envío de las notificaciones (14 de febrero de 2002, 

14 de octubre de 2002 y 15 de junio de 2007). Sin embargo, UPS apeló 

quince de las declaraciones de patrono no asegurado el 18 de diciembre 

de 2008, por lo que acudió tardíamente a la Comisión Industrial.  

Como dicho antes, la Ley 45 creó un andamiaje para que la CFSE 

atendiera en primera instancia las reclamaciones de los obreros 

lesionados. Entre otros procedimientos, la entidad determina si el patrono 

está o no asegurado. Cada caso de obrero lesionado y de un patrono no 

asegurado es independiente de los demás. De hecho, entre las quince 

decisiones apeladas, el obrero lesionado J.O.O. sufrió sendos accidentes 

                                                 
17

 La Comisión acogió este planteamiento, aun cuando el caso es previo al ordenamiento 
que estableció la LPAU, precisamente para uniformar los procesos y evitar los 
procedimientos arbitrarios en las agencias. 
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laborales en los años 2000 y 2006. No solo ambas decisiones fueron 

notificadas en fechas distintas por razones obvias, sino que tienen 

números de casos diferentes, aun cuando se trata del mismo obrero y la 

misma póliza. Esta decisión no se toma en el vacío, sino que se ajusta a 

los reglamentos internos de la CFSE.  

Luego que el Administrador de la CFSE informa al patrono y al 

obrero lesionado, mediante la notificación por correo certificado con acuse 

de recibo, su decisión de que el patrono no está asegurado en el caso 

específico del accidente laboral reportado, conforme los riesgos cubiertos 

en la póliza y la prima pagada oportunamente, es que nace el derecho del 

patrono y del obrero o sus beneficiarios a apelar de la decisión ante la 

Comisión. La notificación de la decisión determina el momento en que 

comienza a transcurrir el plazo para revisar la decisión, en caso que así 

desee hacerlo alguno de los interesados. Cuando los legitimados acuden 

en apelación, entonces, se activan las garantías cobijadas en el debido 

derecho de ley establecidas para los procedimientos adjudicativos en la 

Sección 3.1 de la LPAU, 3 L.P.R.A. § 2151. Este proceso, conforme la 

Ley 45, se delegó a la Comisión. Es ese foro el que está a cargo de los 

procesos adjudicativos y donde puede ser reclamado el derecho a la 

notificación a la representación legal de aquella parte que haya 

comparecido con abogado.  

Hemos examinado con detenimiento los escritos que UPS nos 

presenta para demostrar que la CFSE conocía, en febrero de 2002, 

octubre de 2002 y junio de 2007, que el patrono tenía abogado. Son 

escritos que fueron presentados ante la Comisión Industrial, como lo 

indican los diversos ponches de radicación ante ese organismo, como 

parte de un proceso adjudicativo celebrado una década anterior, en la que 

la CFSE los recibió y tramitó como parte. Es decir, no está en 

controversia que en 1992 —una década antes del envío de las primeras 

notificaciones que originan este recurso— un abogado realizó gestiones a 
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nombre de UPS en otros casos en los que se emitieron análogas 

determinaciones de patrono no asegurado relacionadas con otros 

obreros lesionados y suscribió una petición de elevación de autos ante 

la Comisión. Tales casos siguieron su curso ordinario y la CFSE, como 

―litigante‖, recibió documentos de esos abogados y les envío otros, según 

solicitado en el proceso adversativo. De ninguna manera puede 

entenderse que, de ese momento en adelante, la CFSE, como agencia 

reguladora, tenía la obligación de notificarle todas las determinaciones 

futuras relativas a UPS a ese mismo abogado, no solo porque las 

decisiones notificadas versaban sobre otros casos de accidentes 

laborales, sino porque, en lo que toca a las nuevas decisiones, la 

obligación de notificar al abogado previo de un patrono no surge del 

estatuto orgánico ni de los reglamentos de la CFSE. Tampoco podía la 

CFSE notificarle toda decisión futura al supuesto abogado de un patrono, 

porque lo representó en otro caso hacía más de una década, ya que tal 

autorización de representación continua o sustituta no surge del 

expediente de la CFSE. No existía una comparecencia escrita previa de 

un abogado ante la CFSE para estos nuevos casos cuando se enviaron 

las nuevas notificaciones. Existe esa comparecencia ante la Comisión 

Industrial, desde que se presentaron las apelaciones de autos, y tendrá 

ese organismo que cumplir las exigencias procesales que le impone la 

LPAU y su propia reglamentación.  

En fin, la comparecencia de un abogado en un caso anterior no 

constituye una obligación de representación legal del cliente en un caso 

posterior. Cada caso requiere que tal representación se conozca y admita 

por el foro judicial o administrativo, de modo que pueda constituirse en 

abogado de record, con la consecuencia indicada.   

Concluimos que conforme la ley habilitadora de la CFSE y de la 

Comisión Industrial, las notificaciones en las que se declaró a UPS un 

patrono no asegurado, las cuales fueron correctamente emitidas por 
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correo certificado con acuse de recibo, son válidas y se recibieron por 

UPS. La presunción legal de que fueron recibidas no fue rebatida por el 

patrono destinatario. Tanto el patrono como el obrero lesionado tenían un 

plazo jurisdiccional de treinta días para recurrir de la decisión de la CFSE 

a la Comisión Industrial y no lo hicieron. Las quince apelaciones 

presentadas el 18 de diciembre de 2008 por UPS son tardías y la 

Comisión carece de jurisdicción para atenderlas.  

Resolvemos que la CFSE no tenía que esperar a la decisión final 

de la Comisión Industrial en este caso para recurrir en revisión judicial 

ante este foro, porque estamos ante ―un caso claro de falta de jurisdicción 

de la agencia‖, según lo autoriza la Sección 4.3 de la LPAU. No tenía 

jurisdicción la Comisión Industrial para acoger y atender las apelaciones 

presentadas por UPS, por tardías. Procede la revocación de la resolución 

recurrida.  

V. 

 Por los fundamentos antes expuestos, los cuales hacemos formar 

parte de esta sentencia, revocamos la resolución recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


